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Consejo de Derechos Humanos 
Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal 

51er período de sesiones 

Ginebra, 19 a 30 de enero de 2026 

  Santa Lucía 

  Recopilación de información preparada por la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

 I. Antecedentes 

1. El presente informe se ha preparado de conformidad con las resoluciones del Consejo 

de Derechos Humanos 5/1 y 16/21, teniendo en cuenta el resultado del examen anterior1. 

Constituye una recopilación de la información que figura en los documentos pertinentes de 

las Naciones Unidas, presentada en forma resumida debido a las restricciones relativas al 

número de palabras. 

 II. Alcance de las obligaciones internacionales y cooperación 
con los mecanismos de derechos humanos 

2. El equipo subregional de las Naciones Unidas para Barbados y el Caribe Oriental 

señaló que Santa Lucía no había ratificado ninguno de los tratados fundamentales de derechos 

humanos desde el anterior ciclo del examen periódico universal. Observó que el país no era 

Parte en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos 

o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes ni la Convención Internacional sobre la 

Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de Sus Familiares. Santa 

Lucía tampoco era Parte en el Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación 

de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. El equipo subregional recomendó a 

Santa Lucía que ratificara los tratados internacionales de derechos humanos y sus protocolos 

facultativos pendientes2. 

3. La Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 

(UNESCO) recomendó a Santa Lucía que ratificara la Convención relativa a la Lucha contra 

las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza3. 

4. El equipo subregional indicó que Santa Lucía había experimentado demoras en la 

presentación de informes a los órganos de tratados, con informes pendientes al Comité para 

la Eliminación de la Discriminación Racial (desde 1991), al Comité sobre los Derechos de 

las Personas con Discapacidad (desde 2022) y al Comité de los Derechos del Niño4. 

5. En cuanto al informe atrasado que debía presentarse en virtud de la Convención sobre 

los Derechos del Niño, el equipo subregional destacó que el examen anterior había tenido 

lugar en 2014, por lo que existían importantes lagunas en los datos y la información sobre las 

políticas y los marcos jurídicos vigentes que abordaban cuestiones relativas a la infancia5. 
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6. El equipo subregional recomendó a Santa Lucía que prosiguiera sus esfuerzos para 

presentar los informes atrasados a los órganos de las Naciones Unidas creados en virtud de 

tratados6. 

 III. Marco nacional de derechos humanos 

 1. Marco constitucional y legislativo 

7. El equipo subregional señaló que, si bien la Constitución de Santa Lucía prohibía la 

discriminación por motivos de raza, lugar de origen, opinión política, color, credo o sexo, no 

enumeraba explícitamente, como motivos prohibidos de discriminación, la discapacidad, la 

orientación sexual, la identidad de género, el estado de salud o la situación económica. 

Recomendó a Santa Lucía que promulgara una ley integral de lucha contra la discriminación7. 

8. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer pidió a Santa 

Lucía que informara sobre las medidas tomadas para adoptar una definición amplia de la 

discriminación contra las mujeres que abarcara la discriminación directa e indirecta, así como 

las formas interseccionales de discriminación, tanto en la esfera pública como en la privada8. 

9. El equipo subregional observó que la Ley contra la Violencia Doméstica núm. 11 de 

2022, no discriminaba a ninguna persona que hubiera sido objeto de violencia por motivos 

de sexo, estado civil, orientación sexual y tipo de relación doméstica. Además, la nueva ley 

ampliaba la protección a más categorías de personas y tipificaba más actos como violencia 

doméstica que la ley anterior y definía las relaciones domésticas de modo que incluyeran una 

amplia gama de situaciones de violencia en el hogar9. 

 2. Infraestructura institucional y medidas de política 

10. El equipo subregional observó que, desde el anterior ciclo del examen periódico 

universal, Santa Lucía no había avanzado mucho en el establecimiento de una institución 

nacional de derechos humanos de conformidad con los principios relativos al estatuto de las 

instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos (Principios de 

París) y le recomendó que considerara la posibilidad de establecer una institución nacional 

de derechos humanos que se ajustara a ellos10. 

 IV. Promoción y protección de los derechos humanos 

 A. Cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia 

de derechos humanos, teniendo en cuenta el derecho internacional 

humanitario aplicable 

 1. Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona, y a no ser 

sometido a tortura 

11. El equipo subregional señaló que, si bien Santa Lucía mantenía la pena de muerte en 

su legislación, no había llevado a cabo ninguna ejecución desde 1995. Aunque el Código 

Penal seguía autorizando la pena capital para determinados delitos, como el asesinato, la 

última condena a muerte se había impuesto en 2011. El país había observado una moratoria 

de facto desde ese año, y a la última persona condenada a muerte se le había conmutado la 

pena en 2013. El equipo subregional recomendó a Santa Lucía que intensificara los esfuerzos 

encaminados a abolir la pena de muerte11. 

12. En un informe, la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 

(UNODC) señaló que la violencia relacionada con las armas había aumentado en todo el 

Caribe desde el inicio de la pandemia de enfermedad por coronavirus (COVID-19) y que 

Santa Lucía registraba una de las tasas de homicidios más altas del mundo. La UNODC 

observó que, cuando se disponía de datos, estos indicaban que la mayor parte de los 

homicidios cometidos en el Caribe se debían a la violencia colectiva asociada a 

organizaciones delictivas o a enfrentamientos entre bandas12. 
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 2. Administración de justicia, incluida la lucha contra la impunidad, y estado 

de derecho 

13. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, en su lista de 

cuestiones previa a la presentación de informes, pidió a Santa Lucía que proporcionara 

información sobre las medidas adoptadas con el fin de establecer mecanismos especializados, 

incluidas oficinas de violencia de género en la policía, para responder a los casos de violencia 

de género contra las mujeres13. 

14. El mismo comité pidió a Santa Lucía que facilitara información sobre las medidas 

adoptadas para poner fin a la discriminación contra las mujeres y las niñas en la 

administración de justicia eliminando los obstáculos que impedían el acceso igualitario a la 

justicia y la reparación y capacitando a los jueces, fiscales, agentes del orden y abogados en 

materia de derechos de la mujer e igualdad de género14. 

 3. Libertades fundamentales y derecho a participar en la vida pública y política 

15. La UNESCO observó que la difamación y las injurias estaban tipificadas como delitos 

en el Código Penal y podían castigarse con una pena de hasta cinco años de prisión. 

Recomendó a Santa Lucía que despenalizara la difamación y la incorporara a la legislación 

civil en la materia que se ajustara a las normas internacionales15. 

 4. Derecho al matrimonio y a la vida familiar 

16. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer pidió a Santa 

Lucía que proporcionara información sobre las medidas adoptadas para garantizar que las 

mujeres de Santa Lucía pudieran transmitir su nacionalidad a sus cónyuges extranjeros en las 

mismas condiciones que los hombres de Santa Lucía16. 

17. El mismo comité también pidió a Santa Lucía que indicara si había introducido la 

opción del divorcio por consentimiento mutuo e informara sobre las medidas adoptadas para 

garantizar los derechos de la mujer en las uniones de hecho en relación con la propiedad17. 

 5. Prohibición de todas las formas de esclavitud, incluida la trata de personas 

18. El mismo comité pidió a Santa Lucía que proporcionara información sobre las 

medidas adoptadas para modificar las disposiciones sobre la trata de personas de la Ley por 

la que se modifica la Ley de Lucha contra la Trata de 2021, con objeto de imponer penas para 

la trata con fines de explotación sexual que fueran proporcionales a las penas previstas para 

otros delitos graves, como la violación18. 

19. La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) acogió con satisfacción la creación de un 

equipo nacional de tareas para la prevención de la trata de personas, pero señaló que, según 

la información recibida, faltaban recursos humanos, materiales y financieros para investigar 

los casos de trata y que posiblemente no se habían identificado los potenciales casos. Pidió a 

Santa Lucía que redoblara sus esfuerzos para garantizar la detección de los casos de trata de 

personas y la realización de investigaciones y enjuiciamientos19. El equipo subregional 

formuló una recomendación similar20. 

20. El equipo subregional señaló que persistía la preocupación por que los niños siguieran 

siendo vulnerables a la explotación sexual comercial y al trabajo forzoso, y por que la 

legislación nacional pudiera carecer de disposiciones expresas que prohibieran el uso o la 

captación de niños para fines de producción de material de abuso sexual infantil. Observó, 

además, que había escasas pruebas de la existencia de un mecanismo de vigilancia 

establecido para investigar y abordar esos abusos21. 

 6. Derecho a trabajar y a condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias 

21. La Comisión de Expertos de la OIT tomó nota con pesar de que la Ley por la que se 

modifica el Código del Trabajo núm. 6 de 2011 no había derogado las leyes y reglamentos 

que establecían tasas salariales diferenciadas para hombres y mujeres, ni había revocado la 

Ley de Contratos de Servicio, que establecía edades diferentes para hombres y mujeres con 

respecto al derecho a una indemnización por separación del servicio. La Comisión instó al 
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Gobierno a que tomara medidas sin demora para garantizar la derogación de todas las leyes 

y reglamentos que contuvieran salarios diferenciados para hombres y mujeres22. 

22. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer pidió a Santa 

Lucía que proporcionara información sobre las medidas adoptadas para hacer cumplir el 

principio de igualdad de remuneración por trabajo de igual valor, a fin de eliminar la brecha 

salarial de género y promover el reparto equitativo de las responsabilidades domésticas y del 

cuidado de los hijos entre las mujeres y los hombres, entre otras cosas garantizando 

prestaciones de maternidad adecuadas y permisos parentales remunerados23. 

23. El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) señaló que el desempleo 

entre los jóvenes era un problema grave y que su tasa de desempleo era muy superior a la de 

la población en general24. 

 7. Derecho a un nivel de vida adecuado 

24. El Fondo Conjunto para los Objetivos de Desarrollo Sostenible indicó que la pobreza 

era un riesgo en el país y que quienes vivían en zonas rurales y en hogares con familias 

numerosas tenían más probabilidades de ser pobres. Tanto la pobreza como la vulnerabilidad 

reflejaban disparidades de género, y un alto porcentaje de hogares dentro del quintil más bajo 

de consumo per cápita estaban encabezados por mujeres25. 

 8. Derecho a la salud 

25. El equipo subregional señaló que Santa Lucía había avanzado en la promoción de la 

salud infantil, en especial con la aplicación del Programa de Salud del Niño y el Adolescente. 

Sin embargo, persistían retos importantes, como las elevadas tasas de lactantes con bajo peso 

al nacer, las tasas relativamente altas de mortalidad de menores de 1 año y las crecientes tasas 

de obesidad infantil. Además, había una falta de programas educativos centrados en los 

servicios básicos de salud infantil y una escasez de pediatras especialistas en desarrollo para 

prestar apoyo a los niños con discapacidad del desarrollo26.  

26. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer pidió información 

sobre las medidas adoptadas para hacer frente a la persistencia de la discriminación y la 

estigmatización sufridas por las mujeres que vivían con el VIH/sida y para prevenir la 

transmisión maternoinfantil del VIH/sida27. 

27. El equipo subregional indicó que no se había realizado ningún estudio exhaustivo para 

evaluar el alcance total de las cuestiones relativas a la salud del adolescente y que los 

adolescentes de 16 o 17 años seguían enfrentándose a obstáculos para acceder a los servicios 

de salud sexual y reproductiva sin el consentimiento de sus progenitores28. 

28. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer pidió a Santa 

Lucía que proporcionara información sobre las medidas adoptadas para crear conciencia 

acerca de los métodos anticonceptivos modernos y garantizar el acceso de las mujeres y las 

adolescentes a métodos anticonceptivos seguros y asequibles, en particular en las zonas 

rurales y remotas, y sobre la incidencia de los abortos en condiciones de riesgo y sus 

repercusiones en la salud de las mujeres y, en especial, las tasas de mortalidad materna29. 

29. El equipo subregional recomendó a Santa Lucía que garantizara la aprobación de la 

política de salud sexual y reproductiva y proporcionara recursos financieros suficientes y 

formación adecuada a los trabajadores de la salud para garantizar la plena aplicación de las 

normas de calidad de los servicios de salud para adolescentes; prosiguiera la implantación de 

una educación sexual integral; y aplicara el protocolo sobre la atención clínica de los casos 

de violación30. 

 9. Derecho a la educación 

30. La UNESCO indicó que, según datos del Instituto de Estadística de la UNESCO, 

en 2023, el gasto público en educación fue del 2,74 % del producto interno bruto (PIB) y del 

11,80 % del gasto público total, y recomendó a Santa Lucía que redoblara los esfuerzos para 

financiar la educación, destinando al menos entre el 4 % y el 6 % del PIB a la educación y 

entre el 15 % y el 20 % del gasto público a la educación, de acuerdo con los criterios de 

referencia internacionales31. 
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31. El UNICEF señaló que muchos consideraban que el sistema educativo no se ajustaba 

a las demandas del futuro mundo del trabajo y que un número significativo de estudiantes se 

había quedado rezagado tras la pandemia de COVID-1932. 

32. La UNESCO observó que la Ley de Educación de 1999, modificada en 2005, 

establecía diez años de educación obligatoria, a partir de los 5 años, y que, si bien dicha ley 

no preveía tasas de matrícula, ello no equivalía a una educación gratuita33. El equipo 

subregional señaló dificultades relacionadas con la escasa disponibilidad de programas de 

educación y desarrollo de la primera infancia, en particular para los niños de 5 años o 

menos34. 

33. La UNESCO recomendó a Santa Lucía que garantizara en su legislación la gratuidad 

de al menos 12 años de educación primaria y secundaria y aprobara leyes para que la 

educación preprimaria fuera obligatoria y gratuita durante al menos un año35. 

34. En cuanto a las recomendaciones formuladas en el anterior ciclo del examen periódico 

universal que habían contado con el apoyo del Estado examinado36, la UNESCO señaló que 

Santa Lucía había formulado la Política y Estrategia de Educación Especial de 2023, que se 

fundamentaba en un enfoque de derechos humanos que garantizaba la participación 

igualitaria y el apoyo adecuado para todo el alumnado, y preveía la formación docente, así 

como la realización de ajustes en materia de aprendizaje37. 

35. El equipo subregional observó que Santa Lucía había avanzado en el aumento de la 

matriculación en la enseñanza secundaria y en la reducción de las tasas de abandono escolar. 

Sin embargo, seguían existiendo importantes lagunas. El acceso a la educación de los niños 

de familias de bajos ingresos, los niños con discapacidad de aprendizaje y los que vivían en 

zonas rurales continuaba siendo insuficiente. Persistían los problemas relacionados con las 

altas tasas de abandono escolar entre los niños varones y la falta de apoyo a las madres 

adolescentes que regresaban a la escuela. Las estrategias orientadas a reducir esas tasas 

seguían siendo insuficientes, en particular para los grupos vulnerables, como los niños 

varones, los niños y niñas de familias de bajos ingresos y los niños y niñas de zonas rurales38. 

36. La UNESCO indicó que, si bien aún no se había adoptado una política oficial en 

materia de reintegración de las estudiantes embarazadas, por lo general, las escuelas 

permitían la permanencia de las niñas embarazadas, y en la Política Nacional de Protección 

Social para 2022-2030 se había señalado la necesidad de ofrecer un mejor apoyo a las mujeres 

embarazadas, especialmente a aquellas con bajos ingresos, y a las madres adolescentes39. 

37. El equipo subregional recomendó a Santa Lucía que adoptara medidas apropiadas para 

reducir las desigualdades que existían en el sistema educativo, a fin de abordar los retos que 

afrontaban los niños con necesidades especiales y discapacidad; aplicar políticas y programas 

sólidos de educación inclusiva; elaborar una política nacional destinada a retener a las 

estudiantes embarazadas y reintegrarlas en el sistema escolar formal y tomar medidas 

orientadas a atajar las causas profundas del abandono escolar40. 

 10. Desarrollo, medio ambiente y las empresas y los derechos humanos 

38. El Fondo Conjunto para los Objetivos de Desarrollo Sostenible señaló que Santa 

Lucía se enfrentaba a graves repercusiones del cambio climático. Añadió que la 

vulnerabilidad y la capacidad de adaptación variaban ampliamente en todo el país en función 

de una serie de factores demográficos, socioeconómicos y espaciales. Indicó que, debido a 

su ubicación, Santa Lucía era muy propensa a los riesgos naturales y ambientales. Huracanes, 

tormentas, lluvias intensas, corrimientos de tierras e inundaciones habían provocado grandes 

daños41. 

39. El equipo subregional tomó nota de las medidas adoptadas por Santa Lucía en materia 

de cambio climático, entre ellas la ratificación del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 

Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en 

América Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú) en 202042. 

40. El equipo subregional constató la escasez de pruebas de que se hubieran reforzado las 

redes de seguridad social y las medidas de protección social diseñadas expresamente para 

mitigar los efectos sociales, económicos y ambientales del cambio climático en los niños y 

las familias, en particular los que vivían en la pobreza43. 
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41. El equipo subregional recomendó a Santa Lucía que elaborara marcos legislativos 

integrales en materia de adaptación al cambio climático y mitigación de sus efectos, 

garantizara la participación efectiva de las mujeres, los niños, las personas con discapacidad 

y las comunidades locales en su diseño y aplicación, y ampliara el acceso a la financiación 

climática para los grupos vulnerables, incluidos los pequeños agricultores y los hogares 

encabezados por mujeres44. 

 B. Derechos de personas o grupos específicos 

 1. Mujeres 

42. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer pidió a Santa 

Lucía que indicara si había adoptado un plan de acción nacional para las mujeres. También 

preguntó por las medidas que se habían adoptado a fin de fortalecer la Oficina de Asuntos de 

Género, en particular elevando su autoridad y posición jerárquica en el Ministerio de 

Servicios Públicos, Interior, Trabajo y Asuntos de Género y velando por que dispusiera de 

recursos humanos, técnicos y financieros suficientes45. 

43. El equipo subregional señaló que Santa Lucía había realizado esfuerzos considerables 

para combatir la violencia contra la mujer y destacó la aprobación de legislación, como la 

nueva Ley contra la Violencia Doméstica núm. 11 de 2022, y las iniciativas de 

sensibilización, como una campaña nacional titulada “Conoce tus derechos”46. También 

destacó las iniciativas de lucha contra el acoso sexual y la publicidad dada al enjuiciamiento 

de los autores de violencia sexual en los entornos educativos47. 

44. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer pidió a Santa 

Lucía que proporcionara información sobre las medidas específicas adoptadas para hacer 

frente a la alta incidencia de la violencia de género contra las mujeres, incluida la 

promulgación de legislación para tipificar expresamente como delito la violación conyugal, 

así como sobre las medidas adoptadas para promulgar legislación civil y penal amplia que 

abordara las distintas formas de la violencia de género contra las mujeres y las niñas y 

tipificar específicamente el feminicidio como delito. El Comité pidió también a Santa Lucía 

que indicara qué medidas legislativas y de otro tipo se habían adoptado para asegurar que la 

violencia doméstica fuera tenida en cuenta en las decisiones judiciales sobre custodia y 

derechos de visita48. 

45. El equipo subregional recomendó a Santa Lucía que siguiera invirtiendo en las 

iniciativas de educación pública necesarias para cambiar las actitudes de la sociedad hacia la 

violencia de género; mejorar la colaboración entre los ámbitos de la salud, la protección 

social y la justicia; e integrar la formación sobre violencia de género en todos los niveles del 

personal de los tribunales, las fuerzas del orden, el sector educativo y el sistema sanitario49. 

 2. Niños 

46. El equipo subregional indicó que Santa Lucía había tomado medidas para elaborar 

proyectos de ley que abordaran cuestiones relacionadas con la infancia. Sin embargo, los 

avances habían sido lentos y la mayoría de esos proyectos de ley aún no se habían aprobado 

o aplicado. En consecuencia, seguían existiendo lagunas en la protección jurídica de los 

niños, en particular en lo relativo a la igualdad de derechos para los nacidos dentro y fuera 

del matrimonio y a las salvaguardias integrales en ámbitos como el contacto con la familia, 

la adopción y la protección social50. 

47. La UNESCO señaló que el Código Civil de Santa Lucía fijaba la mayoría de edad 

en 18 años, de modo que las personas que alcanzaban esa edad podían celebrar todos los 

actos civiles, entre ellos contraer matrimonio. Sin embargo, los menores podían casarse con 

el consentimiento de sus progenitores y la aprobación de un juez, teniendo en cuenta que la 

edad mínima legal absoluta para contraer matrimonio estaba establecida en 16 años51. El 

equipo subregional indicó que seguía sin estar claro si se habían tomado disposiciones 

concretas para elaborar o aplicar medidas legales destinadas a prevenir el matrimonio infantil 

o armonizar la legislación nacional con las normas internacionales en ese ámbito52. El Comité 

para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer pidió a Santa Lucía que 
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proporcionara información sobre las medidas adoptadas para tipificar el matrimonio infantil 

o forzado53. 

48. La UNESCO recomendó a Santa Lucía que modificara la legislación con objeto de 

fijar en 18 años, sin excepción, la edad mínima para contraer matrimonio54. El equipo 

subregional formuló una recomendación similar55. 

49. El equipo subregional observó que, en virtud del Código del Trabajo de 2006, Santa 

Lucía había establecido un marco jurídico que fijaba la edad mínima de empleo en 16 años, 

en consonancia con la Ley de Educación de 1999. Sin embargo, seguía habiendo retos 

importantes y el trabajo infantil persistía, sobre todo en la economía informal, donde la 

supervisión y el cumplimiento de la legislación eran escasos. El equipo subregional indicó 

que era necesario ampliar los programas destinados a prevenir el trabajo infantil y sensibilizar 

a la opinión pública sobre sus consecuencias negativas y dotarlos de más recursos56. 

50. El equipo subregional señaló que Santa Lucía había emprendido importantes 

iniciativas para luchar contra la explotación y los abusos sexuales de niños. Sin embargo, 

observó que los informes indicaban una elevada incidencia de casos de abuso sexual de niños 

y la existencia de prácticas preocupantes, como el pago efectuado por los autores de esos 

actos a los progenitores para que retiraran la denuncia. No existía una edad de consentimiento 

sexual establecida en el caso de los niños varones, lo que los exponía a un mayor riesgo de 

explotación sexual. El Código Penal revisado de 2004 limitaba la protección a los niños 

menores de 12 años, y no se disponía de datos suficientes acerca de las leyes, las políticas y 

los recursos destinados a hacer frente al abuso sexual. El equipo subregional observó también 

un apoyo insuficiente a las víctimas, la escasez de datos sobre el alcance de los abusos y la 

falta de recursos adecuados para la protección y la rehabilitación integrales de las víctimas57. 

51. El equipo subregional recomendó a Santa Lucía que adoptara nuevas medidas para 

combatir el maltrato y el trabajo infantil58. 

52. El equipo subregional observó que, pese a los esfuerzos desplegados, los castigos 

corporales seguían estando permitidos en virtud de la legislación vigente y continuaban 

siendo una práctica generalizada en las familias, las escuelas y las instituciones. La opinión 

pública seguía aceptando en gran medida los castigos corporales como método disciplinario 

y aún no se había acometido una reforma legislativa integral para prohibirlos expresamente59. 

53. La UNESCO formuló observaciones similares y señaló que, si bien el artículo 51 de 

la Ley de Educación facultaba al Ministro de Educación para suspender o abolir los castigos 

corporales en las escuelas públicas y subvencionadas — dicha suspensión se había anunciado 

en 2019 mediante el Instrumento Legislativo núm. 44 de 2019 y estaba prevista su abolición 

total en 2020—, no existía una prohibición legal clara en las escuelas privadas o 

confesionales60. 

54. El equipo subregional recomendó a Santa Lucía que prohibiera los castigos corporales 

y reforzara las campañas de sensibilización pública sobre otras medidas disciplinarias61. La 

UNESCO recomendó a Santa Lucía que prohibiera por ley los castigos corporales en todos 

los entornos educativos62. 

 3. Personas con discapacidad 

55. El equipo subregional señaló que las personas con discapacidad habían denunciado 

varias barreras que impedían la plena realización de sus derechos humanos, a saber, una 

protección social inadecuada, infraestructuras físicas insuficientes, instalaciones sanitarias 

inapropiadas, un acceso limitado a diversos niveles de educación y un escaso acceso al 

empleo. Además, no había suficiente concienciación pública sobre los derechos de los niños 

con discapacidad63. 

56. El equipo subregional tomó nota de que, en abril de 2025, el Gobierno había 

anunciado su intención de crear una política nacional de discapacidad y una dependencia de 

discapacidad en el Ministerio del Interior, Prevención del Delito y Personas con 

Discapacidad. Uno de los principales objetivos de la dependencia de discapacidad sería 

establecer el registro de discapacidad64. 



A/HRC/WG.6/51/LCA/2 

8 GE.25-16932 

57. El equipo subregional recomendó a Santa Lucía que mejorara el censo nacional, de 

modo que reflejara con precisión el número de personas con discapacidad y sus necesidades; 

prosiguiera las campañas e iniciativas de sensibilización pública con miras a promover la 

inclusividad; formulara estrategias específicas orientadas a aumentar las oportunidades de 

empleo de las personas con discapacidad; y aplicara la Política Nacional para las Personas 

con Discapacidad y pusiera en funcionamiento la dependencia de discapacidad65. 

58. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer pidió a Santa 

Lucía que informara sobre cómo se garantizaba que las mujeres con discapacidad no fueran 

sometidas a ningún tratamiento médico sin su consentimiento libre e informado, así como 

sobre cualquier posible excepción a ese derecho universal, y sobre las medidas adoptadas 

para proteger de la violencia y los abusos a las mujeres con discapacidad que estaban 

internadas en instituciones y para eliminar las prácticas que entrañaban el uso de medios de 

sujeción física y mecánica66. 

 4. Personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales 

59. En 2025, el Programa Conjunto de las Naciones Unidas sobre el VIH/Sida 

(ONUSIDA) celebró la sentencia histórica del Tribunal Superior de Justicia de Santa Lucía 

que declaraba inconstitucionales los artículos 132 y 133 del Código Penal por penalizar las 

relaciones sexuales consentidas entre adultos mantenidas en privado. Señaló que dicha 

sentencia defendía los derechos de las personas LGBTQ+ a la protección de la ley, la vida 

privada, la no discriminación, la libertad de expresión y la igualdad de protección ante la ley, 

garantizados por la Constitución. ONUSIDA indicó que esa medida era un avance decisivo 

hacia la cero discriminación67. 
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